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República de Colombia

Poder Público – Rama Legislativa

LEY 1728 DE 2014
(julio 18)

por la cual se dictan normas de distribución de terrenos baldíos a familias pobres del país con fines  
sociales y productivos y se dictan otras disposiciones.

el suelo y el subsuelo, dejando por fuera los materiales de construcción 
y las salinas tomando como punto para contar la distancia la boca de la 
mina y/o el punto de explotación petrolera.

b) Los terrenos situados en colindancia a carreteras del sistema vial 
nacional, según las fajas mínimas de retiro obligatorio o áreas de exclu-
sión, conforme fueron fijadas en la Ley 1228 de 2008.

Parágrafo 2°. Los terrenos baldíos objeto de la presente ley, serán 
adjudicados exclusivamente a familias pobres.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 66 de la Ley 160 de 1994, el cual 
quedará así:

A partir de la vigencia de esta ley y como regla general, salvo las 
excepciones que establezca el Consejo Directivo del Incoder, las tierras 
baldías se titularán en Unidades Agrícolas Familiares, según el concepto 
definido en el Capítulo IX de este Estatuto.

Artículo 3°. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Juan Fernando Cristo Bustos.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Hernán Penagos Giraldo.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Jorge Humberto Mantilla Serrano.

LA IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA

Informa que como lo dispone el Decreto número 53 de ene-
ro 13 de 2012, artículo 3°, del Departamento Nacional de 
Planeación, a partir del 1° de junio de 2012 los contratos 
estatales no requieren publicación ante la desaparición del 
Diario Único de Contratación Pública.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 67 de la Ley 160 de 1994 quedará de la si-
guiente manera:

El Consejo Directivo del Incoder señalará para cada región o zona las 
extensiones máximas y mínimas adjudicables de los baldíos productivos 
en Unidades Agrícolas Familiares, y declarará, en caso de exceso del 
área permitida, que hay indebida ocupación o apropiación de las tierras 
de la Nación.

En caso de existir áreas que excedan el tamaño de la Unidad Agrícola 
Familiar establecidas para las tierras en el municipio o zona a estas áreas 
se les dará el carácter de baldío reservados, susceptibles de ser adjudi-
cados a otros campesinos.

Para expedir las reglamentaciones sobre las extensiones máximas y 
mínimas adjudicables, el Instituto deberá tener en cuenta, entre otras, las 
condiciones agro lógicas, fisiográficas, disponibilidad de aguas, cercanía 
a poblados de más de tres mil (3.000) habitantes, vías de comunicación 
de las zonas correspondientes, la composición y concentración de la pro-
piedad territorial, los índices de producción y productividad, la aptitud 
y las características del desarrollo sostenible de la región, la condición 
de aledaños de los terrenos baldíos, o la distancia a carreteras transita-
bles por vehículos automotores, ferrocarriles, ríos navegables, a centros 
urbanos de más de diez mil (10.000) habitantes, o a puertos marítimos.

El Instituto está facultado para señalar zonas en las cuales las adjudi-
caciones solo podrán hacerse con base en producciones forestales o de 
conservación forestal, agrícolas o de ganadería intensiva y para definir, 
conforme a las circunstancias de la zona correspondiente, las caracte-
rísticas de estas últimas.

Parágrafo 1°. No serán adjudicables los terrenos baldíos que cuenten 
con las siguientes condiciones:

a) Los terrenos baldíos situados dentro de un radio de dos mil quinientos 
(2.500) metros alrededor de las zonas donde se adelanten procesos de 
explotación de recursos naturales no renovables; entendiéndose por estos, 
materiales fósiles útiles y aprovechable económicamente presentes en 
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República de Colombia – Gobierno Nacional
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 18 de julio de 2014.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural,

Rubén Darío Lizarralde Montoya.
El Ministro de Minas y Energía,

Amílcar Acosta Medina.
La Ministra de Transporte,

Cecilia Álvarez-Correa Glen.

Ministerio de Justicia y del Derecho

Resoluciones Ejecutivas

RESOLUCIÓN EJECUTIVA NÚMERO 187 DE 2014
(julio 18)

por la cual se decide sobre una solicitud de extradición.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de la facultad que le confiere 

el artículo 491 de la Ley 906 de 2004, y
CONSIDERANDO:

1. Que el Gobierno de la República del Perú, a través de su Embajada en nuestro país, 
mediante Notas Verbales números 5-8-M/128 y 5-8-M/153 del 20 de abril y 7 de mayo de 
2012, respectivamente, solicitó la detención preventiva con fines de extradición del ciudadano 
colombiano Néstor José Ávalos Berrío, requerido por el Cuarto Juzgado Penal Suprapro-
vincial de Lima, de conformidad con el Auto de Apertura de Instrucción proferido el 3 de 
agosto de 2010, dentro del Expediente número 2010-00211-0-5001-JR-PE-04, por el delito 
contra la salud pública -tráfico ilícito de drogas agravado- en agravio del Estado peruano.

2. Que en atención a dicha solicitud, el Fiscal General de la Nación mediante Resolución 
del 23 de abril de 2012, decretó la captura con fines de extradición del ciudadano colombia-
no Néstor José Ávalos Berrío, identificado con la cédula de ciudadanía número 71737903, 
quien había sido detenido el 16 de abril de 2012, con fundamento en una Circular Roja de 
Interpol y posteriormente notificado de la Resolución de captura con fines de extradición.

3. Que el Fiscal General de la Nación mediante Resolución del 17 de julio de 2012, 
ordenó la libertad inmediata del ciudadano colombiano Néstor José Ávalos Berrío, decretada 
mediante resolución del 23 de abril de 2012, teniendo en cuenta que el país requirente no 
formalizó la solicitud de extradición dentro del término de 90 días calendario previsto en 
el artículo 9° del “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno 
de la República del Perú, modificatorio del Convenio Bolivariano de Extradición firmado 
el 18 de julio de 1911”, suscrito el 22 de octubre de 2004.

4. Que la Embajada de la República del Perú en nuestro país, mediante Nota Verbal 
número 5-8-M/411 del 25 de noviembre de 2013, formalizó la solicitud de extradición del 
ciudadano Néstor José Ávalos Berrio.

5. Que estando formalizada la solicitud de extradición del ciudadano Néstor José 
Ávalos Berrío, el Ministerio de Relaciones Exteriores, a través de la Dirección de Asuntos 
Jurídicos Internacionales, mediante Oficio DIAJI/GCE número 2635 del 26 de noviembre 
de 2013, conceptuó que los tratados aplicables al presente caso son el Acuerdo sobre Ex-
tradición, suscrito el 18 de julio de 1911 y el Acuerdo entre el Gobierno de la República de 
Colombia y el Gobierno de la República del Perú modificatorio del Convenio Bolivariano 
de Extradición, suscrito en Lima, el 22 de octubre de 2004.

6. Que el Fiscal General de la Nación, mediante Resolución del 15 de enero de 2014, 
ordenó nuevamente la captura con fines de extradición del ciudadano colombiano Néstor 
José Ávalos Berrío, la cual no se ha hecho efectiva hasta la fecha.

7. Que una vez perfeccionado el expediente de la solicitud de extradición del ciudadano 
Néstor José Ávalos Berrío, el Ministerio de Justicia y del Derecho, mediante Oficio número 
OFI14-0001578-0AI-1100 del 27 de enero de 2014, lo remitió a la Sala de Casación Penal 
de la Honorable Corte Suprema de Justicia para el concepto correspondiente.

8. Que la Sala de Casación Penal de la Honorable Corte Suprema de Justicia, mediante 
pronunciamiento del 25 de junio de 2014, habiendo encontrado cumplidos los requisitos 
que exigen las normas aplicables al caso, conceptuó favorablemente a la extradición del 
ciudadano Néstor José Ávalos Berrío.

Sobre el particular, la Honorable Corporación manifestó:
“7. Decisión.
Los anteriores razonamientos acordes con lo señalado por el Ministerio Público, permi-

ten tener por acreditadas las exigencias legales para conceptuar de manera favorable a la 
solicitud de extradición formalizada por el Gobierno de la República del Perú a través de su 
Embajada en nuestro país, respecto del ciudadano colombiano Néstor José Ávalos Berrío, 
según el requerimiento formulado mediante Nota Verbal 5-B-M/411 del 25 de noviembre 
de 2013 y conforme se desprende de la actuación judicial que se sigue en su contra en el 
Cuarto Juzgado Penal Supraprovincial de Lima.

“La Corte considera pertinente precisar, en orden a proteger los derechos fundamenta-
les del requerido, que el Estado solicitante deberá garantizarle la permanencia en el país 
extranjero y el retorno al de origen en condiciones de dignidad y respeto por la persona 
humana, cuando el extraditado llegare a ser sobreseído, absuelto, declarado no culpable 
o eventos similares, incluso después de su liberación por haber cumplido la pena que le 
fuere impuesta en razón de los cargos que motivaron la solicitud de extradición.

“Del mismo modo, atendiendo lo dispuesto en el artículo 494 de la Ley 906 de 2004, 
el Gobierno Nacional puede subordinar la concesión de la extradición a las condiciones 
consideradas oportunas y exigir que el solicitado no sea juzgado por hechos diversos de 
los que motivaron la solicitud de extradición, ni sometido a sanciones distintas de las 
impuestas en la eventual condena, ni a penas de muerte, destierro, prisión perpetua o 
confiscación, desaparición forzada, torturas, tratos crueles, inhumanos o degradantes, 
por el país solicitante, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 12 y 34 de la 
Constitución Política de Colombia y como lo sugiere la Procuraduría General de la Nación 
a través de su Delegado.

“Así mismo, debe condicionar la entrega de Néstor José Ávalos Berrío a que se le 
respeten -como a cualquier otro nacional en las mismas condiciones- todas las garantías 
debidas a su condición de justiciable, en particular a que tenga acceso a un proceso público 
sin dilaciones injustificadas, se presuma su inocencia, cuente con un intérprete, tenga un 
defensor designado por él o por el Estado, se le conceda el tiempo y los medios adecuados 
para que prepare la defensa, presente pruebas y controvierta las que se aduzcan en contra, 
a que su situación de privación de la libertad se desarrolle en condiciones dignas, a que la 
eventual pena que se le imponga no trascienda de su persona, a que la sentencia pueda ser 
apelada ante un tribunal superior, a que la pena privativa de la libertad tenga la finalidad 
esencial de reforma y readaptación social (artículos 29 de la Constitución; 9° y 10 de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos; 5-3.6, 7-2.5, 8-1.2 (a) (b) (c) (d) (e) en 
(g) (h).3.4.5, 9 de la Convención Americana de Derechos Humanos; 9°-2.3, 10-1.2.3, 14-
1.2.3.5 y 15 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos).

“Además, de que no puede ser condenado dos veces por el mismo hecho, por mandato 
de la Carta Política, ni dársele una denominación jurídica distinta a la misma circuns-
tancia fáctica.

“Igualmente, el Gobierno debe condicionar la entrega a que el país solicitante, conforme 
a sus políticas internas sobre la materia, le ofrezca posibilidades racionales y. reales para 
que el extraditado pueda tener contacto regular con sus familiares más cercanos, habida 
cuenta que la Constitución de 1991, en su artículo 42, reconoce a la familia como núcleo 
esencial de la sociedad, y garantiza su protección, lo cual se re fuerza con la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (artículo 17) y el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos (artículo 23).

“De la misma manera, el Gobierno, encabezado por el señor Presidente de la República 
como Jefe de Estado, deberá efectuar el respectivo seguimiento a las exigencias que se 
impongan a la concesión de la extradición y determine las consecuencias que se derivarían 
de su eventual incumplimiento, al tenor de lo señalado en el ordinal 2 del artículo 189 de 
la Constitución Política.

“Además, proferida la sentencia por la autoridad judicial extranjera, si fuere conde-
natoria, deberá informar a esta Corporación acerca del cumplimiento de los condiciona-
mientos a que se refiere este concepto, dado que en ejercicio del control constitucional, se 
hace necesario que la Corte Suprema de Justicia reflexione sobre la posibilidad de emitir 
conceptos desfavorables, respecto de solicitudes de extradición de nacionales colombianos, 
cuando constate que el Estado requirente no cumple con las exigencias que el Presidente 
de la República debe hacerle.

“Por lo expuesto, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, Con-
ceptúa Favorablemente a la extradición de Néstor José Á Valos Berrío de anotaciones 
conocidas en el curso del proceso, por los cargos que le imputa el Cuarto Juzgado Penal 
Supraprovincial de Lima ...”.

9. Que atendiendo el concepto favorable emitido por la Sala de Casación Penal de la 
Honorable Corte Suprema de Justicia y teniendo en cuenta que de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 501 de la Ley 906 de 2004, el Gobierno Nacional está en libertad de obrar 
según las conveniencias nacionales, concederá la extradición del ciudadano colombiano 
Néstor José Ávalos Berrío, identificado con la cédula de ciudadanía número 71737903, 
requerido por el Cuarto Juzgado Penal Supraprovincial de Lima, de conformidad con el 
Auto de Apertura de Instrucción proferido el 3 de agosto de 2010, dentro del Expediente 
número 2010-00211-0-5001-JR-PE-04, por el delito contra la salud pública -tráfico ilícito 
de drogas agravado- en agravio del Estado peruano.
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